
PRESENTA RESUMEN ESCRITO

Excma. Corte:

Arnaldo Cisilino, abogado, Tº 71 Fº 988 CPACF, apoderado de Google LLC.,

manteniendo el domicilio constituido, junto al letrado que me patrocina, Mariano F.

Grondona, Tº7 Fº377 CPACF, en Suipacha 1111 piso 18 de la Ciudad Autónoma de

Buenos Aires (zona 154, tel. 4114-3000; domicilio electrónico/CUIT 20241672884), en

autos “DENEGRI, NATALIA RUTH c/ GOOGLE INC. s/ DERECHOS

PERSONALÍSIMOS: ACCIONES RELACIONADAS”, Expte. N° 50016/2016, a V.E.

respetuosamente digo:

De conformidad con lo dispuesto mediante auto de fecha 8 de febrero de 2022,

a continuación se formula una síntesis del caso y de nuestros agravios.

A. La demanda y sus pretensiones

Natalia Denegri (“la Actora”) reclamó a Google la desvinculación de

www.google.com.ar de 21 artículos publicados en los diarios Clarín y la Nación, y de

11 videos de YouTube, alegando una supuesta afectación de derechos personalísimos,

y con fundamento en el “derecho al olvido”.

B. La sentencia

La sentencia de primera instancia rechazó parcialmente la demanda,

descartando la pretensión de desindexar contenido vinculado al llamado “caso

Cóppola”, pero -en forma contradictoria- ordenó a Google ”...suprimir toda vinculación

de sus buscadores, tanto del denominado “Google” como del perteneciente a “Youtube”, entre

las palabras “Natalia Denegri”, “Natalia Ruth Denegri” o “Natalia Denegri caso Cóppola”

y cualquier eventual imagen o video, obtenidos hace veinte años o más, que exhiban

eventuales escenas que pudo haber protagonizado la peticionaria cuyo contenido pueda

mostrar agresiones verbales o físicas, insultos, discusiones en tono elevado, escenas de canto

y/o baile, así como también, eventuales videos de posibles reportajes televisivos en los que la

actora hubiera brindado información de su vida privada.” (énfasis añadido). No precisó los

URLs en los que se encontraría ese contenido, difiriendo su identificación para una

ulterior etapa de ejecución de sentencia. La Cámara Nacional Civil confirmó lo

resuelto en su totalidad.
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C. Agravios de índole federal que ocasiona la sentencia recurrida

Sin perjuicio de lo expuesto a lo largo de los distintos recursos formulados por

esta parte, a continuación se expresa una síntesis de los agravios de índole federal

que ocasiona la sentencia recurrida:

1. La sentencia recurrida censura contenidos sobre temas de interés público y

sobre figuras públicas, que la jurisprudencia de este Tribunal sobre libertad de

expresión protege especialmente.

2. Para hacerlo, la sentencia recurre a un derecho al olvido que no encuentra

fundamento ni en nuestra Constitución, ni en los tratados ratificados por nuestra

Nación, ni en nuestra Ley de Protección de Datos. Livianamente, la sentencia soslaya

la ausencia de norma expresa que admita el derecho al olvido, e intenta justificar su

decisión en una supuesta protección a derechos personalísimos en cabeza de la

Actora: “Es cierto que no hay una norma específica que regule este derecho, pero no me

parece importante pues la cuestión debe ser enfocada, en mi opinión, como una derivación del

derecho al honor, o el de la intimidad. Esto es, si tales derechos están –sin duda- reconocidos

por el ordenamiento jurídico, el derecho al olvido podría ser una herramienta útil para

hacerlos valer. También puede acudirse por analogía a la ley que regula el habeas data, bajo

ciertas circunstancias. Lo que importa es ver qué derechos están en juego, buscar el equilibrio,

y luego tomar una decisión.” Decir que podría fundarse una decisión como la tomada

en alguno de esos derechos, no es lo mismo que haberla fundado. Y la sentencia no lo

hace, ni podría hacerlo, porque no hay lesión a un derecho personalísimo de la

Actora, por cuanto no se concibe un menoscabo a la privacidad u honor derivado de

actos propios de carácter público. No se encuentra controvertido que el contenido es

verdadero -no fue alegada su falsedad- ni que la Actora es una figura pública, ni que

la fama de la Actora se vincula con los contenidos que pretende desindexar. Ni

siquiera se ha acreditado que esos contenidos hayan perjudicado el desempeño

profesional de la Actora. Cabe destacar en cambio, que en ausencia de legislación

específica sobre el derecho al olvido, su aplicación contra los buscadores ha sido

rechazada por la jurisprudencia de otros Tribunales Superiores de la Región (Corte

Constitucional de Colombia, caso Gloria, 277-2015; Supremo Tribunal Federal de

Brasil, caso Curi, 10-02-21; Corte Suprema de Chile, caso Abreu, 3-01-22).
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3. Además, la decisión lesiona la protección constitucional de la que goza la

búsqueda de información en Internet, reconocida por la Ley 26.032, y por V.E. en

“Rodríguez María Belén” (Fallos, 337:1174) y “Gimbutas” (Fallos, 340:1236). Esta

protección constitucional y convencional (arts. 14, 32, 42 y 75 inc. 22 de la CN, ley

27.078; art. IV DADH, art. 13.1 CADH, art. 19 PIDCP; CSJN, Sujarchuk, 1-08-13) en la

cual se enmarca el servicio que presta Google es equiparable a aquella de la que

gozan todos los medios de expresión y difusión, incluyendo sitios y portales de

Internet, que no han sido convocados a esta causa a pesar de ser los titulares del

contenido. Pero la sentencia en vez de, al menos, equiparar la protección

constitucional de los sitios y de los buscadores, discrimina contra estos últimos con la

excusa de proteger al contenido original. Ello resulta contrario tanto al sentido

común como a la propia sentencia, cuando afirma en otros pasajes que “no puedo

ignorar que si no fuera por los buscadores, difícilmente serían leídas muchas noticias” y “Mal

pueden quitarse estas noticias de los buscadores.” (sic).

4. La sentencia es, además, auto contradictoria. Traza una línea artificial entre

las notas periodísticas escritas y ciertos fragmentos de programas televisivos en los

que participó la Actora, todos relacionados al “caso Coppola”, para luego proteger a

los primeros y ordenar la censura de los últimos, fundada únicamente en la opinión

personal del tribunal sobre la supuesta chabacanería o procacidad de los videos que

censura. Es que todos los vínculos a notas periodísticas y a videos denunciados por

la Actora conforman el “caso Coppola”, y su participación en los programas

periodísticos que hoy la mortifican se debió a su protagonismo en ese caso. El hecho

de que los videos de la Actora son parte inescindible del “caso Coppola”, está

reconocido en la propia sentencia de primera instancia cuando afirma que: “Todo

ciudadano que vivió en Argentina en ese momento estuvo expuesto de manera prácticamente

inevitable a tales acontecimientos televisivos, por lo que los videos, reportajes y escenas que en

aquellos tiempos fueron pico de rating, puede decirse que pertenecen a la memoria colectiva y

han sido el emergente de un debate público que marcó una época.”. Limitar el acceso a esa

información en base a consideraciones subjetivas, como su calidad artística o

periodística, es un acto de censura y contraría la doctrina de V.E. en materia de

libertad de expresión, que exige la neutralidad de las autoridades.
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5. La contradicción antes señalada, se hace patente sobre todo en la parte

dispositiva de la sentencia cuando ordena desvincular el contenido que pudiera

surgir de las búsquedas con las palabras “Natalia Denegri caso Coppola”, pues quien

utiliza ese parámetro de búsqueda está interesado precisamente en la vinculación de

la Actora con ese caso.

6. Otra falla esencial de la decisión, es que no identifica el contenido que ordena

desindexar, al que solo describe en forma difusa y vaga. Ello amplifica la censura,

lesiona el derecho de defensa, y es contrario a lo dispuesto por V.E. en Fallos 337:1174

y jurisprudencia y práctica extrajudicial ya consolidada en reclamos relativos a

contenido en Internet, que exige identificar y analizar con precisión el URL de cada

página. Esta imprecisión le impide a la vez a los Magistrados actuantes advertir el

dinamismo propio de Internet -donde en forma constante se “suben y bajan”

páginas, sin intervención alguna del buscador- y les imposibilita también conocer el

cambiante interés de los usuarios.

7. La sentencia considera, además, que no hay censura si los contenidos -que

admite lícitos- fueron reproducidos durante cierto tiempo, como si tuvieran fecha de

vencimiento. Esto contraría la doctrina de V.E. en “Paquez” (CSJN, 3-12-2019) pues

“implica un acto de censura que interrumpe el proceso comunicacional … con independencia

de que en relación a sus potenciales receptores sea su primera manifestación o su repetición”.

8. Por último, la decisión recurrida no considera que los presupuestos legales

que habilitan el derecho al olvido en la UE no se configuran en el caso de la Actora.

Ya desde el caso “Costeja”, y luego en la jurisprudencia de España (Tribunal

Supremo de Madrid, Sala de lo Contencioso, 17-09-2020, STS

2873/2020-ECLI:ES:TS:2020:2873.) y de Alemania (Tribunal Federal de Justicia,

23-06-20, BvR 1240/14), como en la misma legislación europea (RGPD), no se admite

que figuras públicas como la Actora utilicen el derecho al olvido como forma de

editar su pasado público. Pues las figuras públicas (fuera de supuestos de

intromisión en la vida privada), son, en sí mismas, un tema de interés público, que

goza de especial protección en nuestro derecho constitucional, y también en el

derecho europeo.

Quiera V.E. tener presente lo expuesto, que, SERÁ JUSTICIA.
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